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-Abstract-


El presente trabajo tiene la intención de adelantar algunas ideas tentativas sobre la participación de la sociedad civil en los órganos desconcentrados (Centros de Gestión y Participación -CGP-) inaugurados por el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, como paso inicial del proceso descentralizador sancionado en la Constitución de la Ciudad.


Basándonos en los datos de funcionamiento del Consejo Consultivo Honorario desarrollado en el 14 Oeste, durante los años 2000 y 2001, se propone que el diseño institucional de estas instancias de participación establece condiciones válidas para la satisfacción de los objetivos de democratización, planteados en los propios términos del discurso de las corrientes teóricas y políticas que levantan el ideario participativo. Sin embargo, estos elementos se ven matizados por otra serie de rasgos surgidos de este tipo de participación, que se revelan insuficientes a la hora de propiciar una verdadera involucramiento político de los secotres sociales participantes de los CGP.

Participación ciudadana en la descentralización de Buenos Aires
1. Presentación.

Los conceptos ‘descentralización’ y ‘participación’
 se han convertido en dos de las ideas fuerza que sustentaron las reformas estatales en múltiples lugares del mundo en el último cuarto de siglo.


A pesar del consenso técnico-académico sobre sus virtudes
, ninguna de ellas son herramientas que automáticamente eleven la calidad democrática. Del rechazo de esta creencia acrítica surge una pregunta clave, ¿de qué forma las construcciones institucionales condicionan los procesos participativos al interior de un Estado local? Situada en la actualidad de la Ciudad de Buenos Aires, esta pregunta se traduce de la siguiente manera: ¿el Programa de Descentralización implementado tiende hacia la construcción instituciones que faciliten el involucramiento de la sociedad y democraticen el gobierno de los asuntos públicos?


En este marco, la presente investigación se propone revisar algunas de las características que adquirió una experiencia de participación de la sociedad civil en el proceso de descentralización porteña. Abordaremos este interrogante sumergiéndonos en el funcionamiento de un área territorial descentralizada -Centro de Gestión y Participación (CGP)-, apuntando principalmente a dar cuenta del tipo de actores a los que apela, a las problemáticas sociales que canaliza, y al tipo de relación con las agencias del gobierno de la ciudad que promueve. 

2. Marco de análisis

Decíamos que la descentralización-participación se convirtió en un tópico que sin más se pretendía apto para solucionar los múltiples conflictos que abrumaban al estado centralista. Sin embargo, al conjunto de virtudes que se le reconocen hay que contextualizarlas en las condiciones que permitan desarrollarlas con éxito. Vale decir, los supuestos beneficios que posee per se, no implican que cualquier implementación será positiva automáticamente, sino que para ello debe estar ‘bien diseñada’, y debe atravesar el proceso de su construcción sin obstáculos ambientales que la quiten del rumbo trazado.


Estas dos condiciones revelan la aproximación teórica que guía este trabajo: adoptamos las certidumbres del enfoque relacional, en cuanto a que las políticas no surgen -ni se desarrollan- únicamente de la sociedad o del Estado, sino que se reconforman continuamente -adquiriendo sus características definitivas- en el mismo proceso de su construcción.


Asimismo, en clave neoinstitucional entendemos que el juego político que define a las políticas públicas se desarrolla dentro de un marco institucional dado, que comunicando a los diversos actores tamiza las relaciones que se entablan y deja su traza en el resultado de estas. Vale decir, las construcciones institucionales confieren ciertas características a las políticas, porque brindan una serie de constricciones al comportamiento de los actores. En esta dirección Hall (1993:34) sostiene que “normas formales, procedimientos de aquiescencia y prácticas operativas” modelan las percepciones e incentivos, y a través de éstos configuran los recursos y las estrategias (y hasta podrían redefinir los objetivos) que los diversos actores pondrán en juego en el proceso de negociación y conflicto que los interrelaciona. De tal manera, según las características del entramado institucional existente se ”estructura el conflicto de tal manera que privilegia algunos intereses mientras desmoviliza otros” (Hall y Taylor, 1996:937).


Dentro de los diferentes tipos de relacionamiento que pueden existir, es interesante detenerse en la noción de coalición, a la cual interpretaremos con Repetto (1997:30) como “una articulación entre grupos sociales organizados y funcionarios estatales que comparten intereses comunes”. La importancia fundamental de ésta consiste en que “para explicar la razón por la cual un actor político le gana a otro es necesario comprender la manera en la cual los actores políticos se las ingenian para organizar aliados y para desorganizar a sus contrincantes dentro de la sociedad” (Fox,1994:6).


Siguiendo el argumento de Fox (1994,10), es factible que las fuerzas sociales entren en contacto con los organismos que resulten más perceptivos de sus demandas, a través de lo que llama “vías de acceso institucional”: las diversas agencias gubernamentales poseen distintos “climas institucionales según sea su función e historia, de modo que ‘perciben’ las presiones sociales de manera diferente. Las variadas tareas administrativas o empresariales, las ideologías institucionales, la vulnerabilidad a las presiones electorales, las condiciones de reclutamiento y las estructuras burocráticas se combinan para hacer que un órgano del Estado sea especialmente vulnerable a ciertas fuerzas sociales y para que otro órgano sea particularmente receptivo con otras presiones externas, que probabablemente, sean opuestas a las anteriores”.


Hasta aquí, el esqueleto del marco teórico propuesto sostiene que las políticas públicas se entienden a partir de la presencia de actores con determinados intereses, en pos de los cuales entrarán en el ámbito público, mediante distintos tipos de recursos que les permitan tallar en el juego de políticas, el cual es modelado por la institucionalidad vigente. Esta “estructura institucional del Estado, [...] configura la estructura de oportunidades políticas dentro de la cual los movimientos eligen sus estrategias” (Fox,1994:8).


En consecuencia, amén de las características de los actores, es necesario prestarle atención a las instituciones, ya que de la forma en que se conjuguen determinarán la política pública resultante. En nuestro caso, la naciente institucionalidad descentralizadora podría, abriendo canales de participación ciudadana, modificar la estructura de oportunidades de los actores.


Para observar si realmente es así y de qué modo lo hace, utilizaremos el análisis de un CGP, ya que si bien la magnitud territorial y poblacional de la Ciudad de Buenos Aires produce una gran variedad de situaciones singulares, existen varias características generales (principalmente la normativa y los actores gubernamentales participantes, pero también ciertas propiedades comunes a los actores sociales y a las problemáticas que deben afrontar, no en cuanto a la sustancia específica de estas, sino a su forma) que se aplican a la Ciudad toda
. 


La elección recayó sobre el CGP 14 Oeste dado que, según nuestras primeras averiguaciones
, éste era uno de los que ostentaba mayores niveles de participación social. Asimismo, allí nos encontramos con un buen registro institucional de los hechos sucedidos en el ámbito participativo.
3. La cuestión de la participación en la Ciudad


Las ideas a favor de la descentralización y participación social venían de la mano de propuestas pro-revitalización del espacio local. Así es que el rol de los gobiernos locales experimentó un decidido impulso, y su agenda se vió invadida por una serie de temáticas que en el pasado eran asuntos remotos.


La posibilidad de encarar exitosamente estas nuevas tareas supone la posesión, por parte del Estado local, de ciertas capacidades, algunas de las cuales pueden ser resumidas en el concepto de ‘autonomía’. Esta es identificable por “tres indicadores: 1) la capacidad de darse sus propias normas fundamentales (las cartas municipales); 2) la capacidad de elegir las autoridades locales; 3) la capacidad de formular y ejecutar políticas propias” (Herzer y Pirez, 1990:180)


En este clima de ideas y necesidades la Constitución Nacional reformada en 1994 sancionó la autonomía de la Ciudad de Buenos Aires
. Para la mayoría de los actores políticos locales se trataba de una nueva fundación, la cual no podía repetir “el viejo modelo organizativo de tipo centralista y sin una real participación ciudadana” (INAP, 1998:9).


No es de sorprender, pues, que la Constitución de la Ciudad declare en su primer artículo la organización de las instituciones autónomas como “democracia participativa”, lo cual implica que los ciudadanos deben tener posibilidades de llevar a cabo una vida pública activa, que además de los instrumentos de participación electoral para elegir representantes
, supone intervenir en la elección de los temas públicos, el diseño de las políticas para tratarlos, el involucramiento en la implementación, y el control en las evaluaciones de resultados.


Tal petición de principios cristalizó en una serie de herramientas de participación social presentes en el articulado, entre las cuales se encuentra la división de la Ciudad en “unidades de gestión política y administrativa con competencia territorial” (CCBA, art. 127) llamadas Comunas, a las cuales se las dota de un “organismo consultivo y honorario de deliberación, asesoramiento, canalización de demandas, elaboración de propuestas, definición de prioridades presupuestarias y de obras públicas y de seguimiento de la gestión [...] integrado por representantes de entidades vecinales nogubernamentales, redes y otras formas de organización” (CCBA, art. 131).


Hasta tanto las Comunas fueran realidad
, en su Cláusula XVII la Constitución de la Ciudad ordena al Poder Ejecutivo adoptar “medidas que faciliten la participación social y comunitaria del proceso de descentralización”. Así fue que se dividió la ciudad en 16 Centros de Gestión y Participación (CGPs), como avanzada desconcentradora y con elementos de participación social
.


Estos están conducidos administrativa y funcionalmente por un Director General, secundado por un Delegado Comunal que además de difusas tareas de proposición de objetivos de gestión y programas de acción, debe “promover la convocatoria de las distintas expresiones de participación vecinal en el accionar de los Consejos Consultivos Honorarios (CCH)” (D.1958-GCBA-98) en diversas materias. Estos Consejos -creados mediante el mismo Decreto- son establecidos como instancia de participación para “todas aquellas asociaciones y entidades sin fines de lucro cuyos objetivos y actividades estén vinculados con los intereses generales o con los específicos de determinados sectores de la población” pertenecientes al ámbito territorial del CGP. Sus funciones son “la presentación de iniciativas y propuestas, información y seguimiento de las prestaciones públicas” (D.1958-GCBA-98).

4. Funcionamiento del CCH
4.1 Cantidad de participación




Según el Registro de Organizaciones de Acción Comunitaria (ROAC), nuestro CGP cuenta con 136 asociaciones. Observando otros registros y el conocimiento de la gente del propio barrio, se obtiene una cifra poco más alta.


De acuerdo a las actas disponibles y los comentarios de varios entrevistados, la asistencia promedio a los plenarios del Consejo Consultivo Honorario (CCH) fue de 60 personas, llegando a más de 100 en ocasiones en que fueron tratados proyectos muy convocantes. En términos de entidades sociales, más de 55 fueron las que participaron de la reunión inicial del CCH.


En total participaron 43 de éstas
 en las diferentes Comisiones del CCH, aunque sólo 23 han tenido alta presencia regular (entendida como presencia en más de la mitad de las llamadas a reunión), y 6 participaron varias veces pero sin constancia (menos de la mitad de concurrencia pero más de dos veces). Aunque con menor intensidad, en las comisiones también participaron personas no encuadradas grupalmente.

4.2 Tipo de Asociaciones



A primera vista estamos en presencia de organizaciones que parecen conformar un cuadro rico en diversidades. Estas han sido rescatada en varias entrevistas y se aprecia claramente observando el formato asociativo -desde asociaciones civiles hasta entidades periodísticas, pasando por cooperadoras, mutuales, centros de jubilados, etc-. Sin embargo también existen grandes semejanzas en los aspectos más significativos para la investigación.


Si bien dedicadas a una gran amplitud de temáticas y de población objetivo, la mayoría de ellas pueden ser englobadas dentro del concepto ‘social’. En algunas esto es obvio, pero incluso en las que por su naturaleza podrían ocuparse de varios otros temas, la mayoría tiende a ocupar sus energías en el desarrollo de actividades sociales.


Apoyando este mismo sentido de categorización cuenta que salvo la Unión de Entidades de Belgrano -que podría ser considerada como asociación de segundo grado-, el resto de los agrupamientos son de primer grado, o sea, representaciones directas de sus integrantes. Consistente con esto, la mayoría sólo tiene alcance barrial. Así es que la totalidad de los participantes pueden ser considerados como grupos territoriales, ya que si bien existen aquellos que tienen impronta funcional, hasta estos mismos tienen su localización en el área geográfica del CGP y es en estos términos en que desarrollan su accionar dentro del CCH.

La mayoría carece de patrimonio importante. No poseen sede propia sino cedida, y de las pocas que tienen, son sólo formales -el domicilio de alguno de sus miembros fundadores-. Son una excepción las que poseen oficina con amoblamiento, equipos informáticos y de comunicaciones, y personal rentado. Pocas manejan montos monetarios relevantes. La mayoría obtiene pequeños fondos de la realización de actividades y de las cuotas sociales.


En cuanto a la cantidad de miembros que poseen, un primer repaso marca variaciones significativas, ya que algunas agrupaciones por su naturaleza poseen muchos más asociados que otras. Sin embargo, esta diferencia deja de tener el monopolio de la referencia de la representatividad vecinal, cuando por boca de los propios miembros más comprometidos de ellas nos enteramos que los asociados que realmente participan y tienen ‘vida asociativa’ son una minoría, que reduce enormemente las cifras anteriores. De tal forma, la totalidad de los entrevistados han reconocido que los “miembros activos” de sus agrupamientos no alcanzan a muchos más que a los integrantes de la Comisión Directiva -e incluso menos-, generalmente de 10 o 12 miembros. Este hecho fáctico iguala a los agrupamientos participantes, dejando de lado, entonces, las distancias sugeridas por la cantidad de socios registrados. 


La composición social de las agrupaciones participantes tampoco marca amplias diferencias. Este hecho se explica principalmente por la inexistencia de grandes bolsones de pobreza en el seno territorial del CGP. De tal forma no se puede hablar de brecha social, sino de diferencias cuantitativas entre distintos sectores de la clase media.
4.3  Proyectos presentados en el CCH

Se trataron 34 proyectos a lo largo del año 2001, siendo la totalidad de estos presentada por entidades vecinales. De estos, sólo uno (N° 30) pretendía la resolución de cuestiones particulares, aunque articulado con una problemática general de afectación barrial.


19 proyectos, aunque diferentes en varios aspectos, tenían como característica común el hecho de no necesitar ningún tipo de intervención (o cuanto mucho apoyo formal) de las autoridades centrales del Gobierno, sino que eran actividades, declaraciones o iniciativas que podían realizarse en el propio ámbito del CCH, con el sólo involucramiento y esfuerzo de las asociaciones componentes de este
.


La lista de proyectos se completa con otros 15 en los que necesariamente se requería la actuación sustantiva de algún área central del Gobierno, aunque con diversos tipos de intensidad.


El primer grupo de proyectos es relevante para quien investigue la creación o fortalecimiento de los lazos entre las asociaciones de la sociedad civil, pero para observar el rol político de los CGP debemos concentrarnos en el segundo grupo. Dentro de este, podemos hacer a su vez una subdivisión:

- Existe una primera serie de proyectos en los que se observa una relación ‘débil’ con las áreas centrales, de carácter unidireccional. Vale decir, el CGP envía una propuesta aprobada por el CCH al área central correspondiente, la que decide según disposiciones legales, materiales o de decisión política propia. En general, tal tipo de proyectos no cuentan con respaldo vecinal masivo y/o contienen propuestas que no implican la necesidad de construcción de consenso con diferentes actores sociales y gubernamentales, sino que son intervenciones puntuales, que no afectan diversas y contradictorias posturas o intereses. 


Si tomamos a los 15 proyectos que ameritan intervención gubernamental como el 100%, contaron con una relación débil 11 (73%).

- Una segunda serie de proyectos (27% del total de los que apelan al involucramiento del gobierno) que aluden a programas o políticas, o a acciones de gran envergadura que ameritan la presencia o afectan intereses de actores extrabarriales, más que a acciones concretas sin relación directa con lineamientos de políticas.


De los 15 proyectos que necesitan intervención gubernamental, 8 (53%) han logrado una respuesta favorable. Si los desagregamos según el tipo de relación con las áreas centrales, aquellos que ameritaban sólo un difuso involucramiento oficial, 5 (45%)  consiguieron ser atendidos. En el resto de los proyectos, de 4, 3 (75%) fueron adoptados de alguna forma por las autoridades, aunque 1 (15%) sólo alcanzó su realización total.

4.4 Rol del director y relacion con las agencias del Gobierno de la Ciudad.


Ya hemos visto que la mayoría de la actividad propositiva del CCH pasaba por temáticas que no involucraban fuertemente a los áreas centrales del gobierno. Sin embargo, ello no hace menos importantes los proyectos que sí implicaron la construcción de algún tipo de relacionamiento, y por ende la mediación del Director del CGP.


Estos proyectos parecen seguir dos senderos diferentes
. 


Existen aquellos que son aprobados por el CCH, pero que no tienen un apoyo intenso por parte de los vecinos, por lo cual son elevados por la Dirección del CGP al área correspondiente, y ésta decide en función de su disponibilidad económica, de la viabilidad técnica y de la adecuación del proyecto a sus prioridades y definiciones de políticas.


En contraposición, hay otros proyectos que son presentados, aprobados y luego propulsados fuertemente por un amplio conjunto de vecinos. Ya sea mediante la junta de firmas, la presencia constante en el CGP, y la comunicación -menos persistente pero no por ello menos significativa- con las áreas centrales, los vecinos consiguen que el tema adquiera entidad propia y merezca un tratamiento diferente por parte de éstas. Tal movilización social produjo que en varios casos los funcionarios de las áreas centrales adoptaran la problemática como un asunto a tener presente, y en consecuencia de ello, ‘bajar’ al territorio a dialogar con los participantes. Vale precisar que ésta ‘presión’ de las asociaciones participantes es tal en gran medida debido a que fue organizada por el propio funcionamiento del CCH y canalizada por el accionar de la dirección del CGP. Por lo primero no se quiere significar que existió un trabajo adrede para organizar unas u otras propuestas, sino que el propio funcionamiento del CCH tiene la fuerza de juntar a los vecinos cuando surge una propuesta relevante para la vida barrial. De hecho, quienes las llevaban adelante los diferentes tipos de presentaciones ante funcionarios -por lo general el coordinador de la comisión más el padre del proyecto, o algunas personas particularmente interesadas- lo hacían en nombre del CCH y no de algún agrupamiento en particular.


Por lo segundo se hace referencia al vital papel jugado por las instancias de conducción del CGP, tanto en lo que toca a la orientación a los vecinos respecto de las áreas centrales a las cuales acudir -y las características de éstas-, como en lo referente a las comunicaciones propias con éstos mismos funcionarios, sumando su propia inquietud por la resolución de los temas.


La Dirección del CGP intervenía en las reuniones del CCH y sus dichos tenían importancia, eran muy tenidos en cuenta, dando su opinión sobre qué es viable y qué no, dónde es mejor golpear las puertas, etc. El consejo acerca de la mejor forma de motorizarlos frente a las áreas centrales -dado su conocimiento político y administrativo, propio de una persona inserta en la gestión- también le confiere gran importancia. Sin embargo, la Dirección no participaba de las votaciones -cuando las había-, ni imponía su opinión de ninguna forma. En su haber cuenta el traslado directo, sin ningún tipo de modificación, de los proyectos aprobados por el CCH a las áreas centrales correspondientes.


En las reuniones de Comisión casi se lo consideraba como un vecino más, y no como un funcionario a la defensiva y enfrentado a los reclamos de la ciudadanía. Asimismo, consiguió los permisos para desarrollar diferentes actividades, y fue muy operativo, a la hora de conseguirle llegada al CCH a las agencias centrales.

5. Conclusiones

Inclusión participativa


La cantidad de participantes nos aporta una primera medida de la participación verificada, que si bien es incompleta si se quiere aprehender las características políticas de lo sucedido con los CGPs, no deja de ser significativa para empezar a evaluar el proceso completo. 


En estos términos, surge claramente que no existió una oleada participativa como consecuencia de la inauguración de los órganos deconcentrados.


Sean cuales fueran los fenómenos que estarían operando, se confirman las prevenciones en torno a las visiones voluntaristas de la participación:

· los problemas de involucramiento de la sociedad civil no se ciñen exclusivamente a la existencia de canales participativos. Existen obstáculos previos (características culturales, capacidades de las asociaciones, etc) y problemas de funcionamiento de dichos canales (básicamente los surgidos de su diseño institucional, aunque no hay que menospreciar los derivados del tipo de liderazgo y de gestión que imponen los dirigentes). Derivado de lo último, éste canal de expresión de la ciudadanía no asegura per se constituirse en la forma más representativa de los diferentes sujetos sociales.


Ahora bien, complementario a esto, la cantidad de asociaciones que respondieron a la invitación del CGP, y el entusiasmo de las primeras reuniones, nos indican que:

· cuando desde una instancia gubernamental se realiza un detallado trabajo de inclusión, el tejido asociativo existente provee de un conjunto relevante de organizaciones prestas a involucrarse. Ello, amen de mostrar una saludable densidad de aquel, expresa que aún en tiempos de desafección política, existen ciudadanos reunidos asociativamente que rescatan los ámbitos en los que, se les dice, pueden transformar su realidad -aunque sea la del barrio-, se involucran en estos, y como veremos, pueden expresar diversas perspectivas barriales. Y por el número de estos, queda claro que no se trata de una movilización controlada -y por ende heterónoma-, sino que convoca asociaciones independientes.
Participantes

Hemos visto la diversidad de grupos intervinientes. Ello marca la riqueza de la convocatoria y de la respuesta vecinal. Sin embargo, y como ha sido observado, a pesar de las mencionadas diversidades, hay características centrales en las cuales existen grandes similitudes entre las asociaciones:

· salvo contados casos puntuales -los cuales tampoco pueden ser considerados como grandes ONG-, la magnitud de las divergencias antes descriptas no constituyen una diferencia cualitativa por la cual tengamos que apelar a categorías disímiles para conceptualizar a las asociaciones estudiadas. En consecuencia, la riqueza consistente en que hay visiones desde distintas experiencias, no opaca el hecho de que los diferentes participantes no constituyen diversos actores sociales, sino elementos de un mismo universo, el de las ‘organizaciones populares’ -más específicamente, de indudable conformación e impronta barrial y escasa en capacidades organizacionales-, que podrían llegar a conformarse como actor social.


También hemos expuesto la naturaleza territorial de los participantes y que sus recursos organizacionales no son demasiado importantes. De allí que:

· la estructura institucional de participación que brinda el CGP llena un espacio institucional adecuado para este tipo de organizaciones. El CCH territorial les es apropiado, debido a que dadas sus características, participar en un ámbito mayor les resultaría dificultoso. Esto mismo, visto desde el juego político que puede generar la traslación del tratamiento de los temas hacia estos ámbitos, genera otro mapa de actores, diferente al constituido por aquellos tradicionales de la política nacional.
Temáticas abordadas por la participación en el CCH 


Del análisis de los proyectos se observó que casi la totalidad tenía como objetivo la mejora de la calidad de vida del barrio, sin alusiones a problemáticas puntuales:

· las asociaciones participantes entendieron al CCH como ámbito al cual acercar cuestiones consideradas de carácter general. Y por ende, no fue utilizado como un canal institucional para hacer avanzar asuntos particulares que pudiera generar pautas clientelares de inclusión vecinal. De todas formas, esto no significa que las propuestas son neutras, sino que apuntan a mejorar la calidad de vida de los vecinos barriales en su condición de tales, sin referencia a otra adscripción social. Pero por ello mismo, se trata de la representación de intereses de un determinado agrupamiento categorial.


La descripción de los proyectos es contundente en cuanto a la constitución del ámbito participativo como un lugar de encuentro:

· el CCH tuvo gran potencial como creador de capital social, puesto que fue utilizado por los participantes como herramienta para desarrollar actividades sociales sin apoyo estatal, pero con la solidaridad y memoria organizacional del resto de las fuerzas del barrio. Estamos ante un caso en el cual una institución del sistema político incide en la esfera social.


Ahora bien, la riqueza política del CGP surge del análisis de los proyectos relacionados con el Ejecutivo de la Ciudad. Desde el ámbito académico se ha llamado la atención sobre la naturaleza ‘política’ o ‘gerenciadora’ de las herramientas de participación creadas desde el sistema de gobierno. Ello se pone en juego según el papel que se les asigne a los ciudadanos. Una posibilidad es que a las personas, consideradas como pobladores barriales, se les dé lugar en las decisiones micro, y enfocadas principalmente a cuestiones operativas sobre temas poco significativos, o que pasen por alto la definición política. 


Los datos recopilados muestran que en su mayoría los temas encarados son tales que no ameritan una discusión en torno a cómo interpretarlos, no hay disputa sobre su definición, porque son problemáticas inmediatas del funcionamiento de la ciudad, no de fondo y de las causas de éste:

· el lugar institucional representado en el CCH coloca restricciones al tratamiento de temas estrictamente políticos. En éste se participa mayoritariamente sobre cuestiones micro, que no hacen a la definición de la línea política general que debe observar el accionar gubernamental.


Otra prevención que se dirige a la participación en un ámbito territorial respecto del resto de la ciudad. Esto es, el entrelazamiento entre las cuestiones geográficas de un cierto lugar, y la necesaria mirada general en que deben ser englobadas. 


En estos términos, asoma la interrogación por la constitución de actores sociales a que da lugar la participación territorializada, puesto que la conformación que no abreva en la composición social de la ciudadanía, lleva a que el sistema de representación de intereses erigido gire en torno de lo geográfico, dando vida así a un ´sujeto político´ de índole territorial, que tenga intereses y demandas sólo derivadas del nivel local-geográfico. La información recabada va en esa dirección:

· La participación en este ámbito territorial no da cuenta de una mirada más amplia que la barrial. De igual forma, esta conformación de un ‘sujeto geográfico’ no ayuda a la emergencia de la pluralidad social.

Relación entre actores sociales y estatales


Según lo ya descrito, la Dirección del CGP tuvo importante rol en el proceso participativo. Las caracterísitcas de su lugar institucional lo potencian como el articulador entre el barrio y el Gobierno de la Ciudad.


Seguramente también cuenten la opción ideológica del Director y el contexto político, pero pareciera que la proximidad -incluso en su parte más básica de cercanía física- tiene un profundo impacto en la sensibilidad que una repartición del Estado tiene respecto a los ciudadanos. Tampoco debe dejar de mirarse la conveniencia que para un cuadro político -como en general son los Directores y Delegados Comunales- constituye el conformarse una base de apoyo barrial. En estos términos, no cabe más que concluir que:

· Los dirigentes de esta instancia pública territorial tienen fuertes incentivos para desarrollar su tarea colocándose del lado de los ciudadanos que participan del CCH. Frente a las demandas de estos, actuan impulsándolas, aprovechando los recursos que les confiere ser parte del Gobierno de la Ciudad. De tal manera, se han convertido en el intersticio por el cual los ciudadanos pueden plantear sus necesidades en el Estado local.


Ahora bien, que las inquietudes de la sociedad barrial hayan conseguido un canal que facilite su acceso no significa que van a ser satisfechas por el gobierno.


En varios casos los vecinos consiguieron que el tema propuesto adquiera entidad propia y merezca la atención de las áreas centrales. La explicación aquí hay que rastrearla en una importante movilización vecinal, lo cual no agrega nada respecto a típicas situaciones de conducta reactiva de funcionarios ante movilizaciones espontáneas -sin canalización institucional- de los ciudadanos. Sin embargo, las entrevistas hechas han marcado que ésta ‘presión’ de las asociaciones participantes es tal en gran medida debido a que fue organizada por el propio funcionamiento del CCH y vehiculizada por el accionar de la dirección del CGP. Vale decir, el ámbito construido por la existencia del CCH tiene la fuerza de juntar a los vecinos cuando surge una propuesta relevante para la vida barrial, la cual con el impulso de la conducción del CGP llega al Gobierno de la Ciudad.


Además, en las oportunidades más interesantes para este estudio, la relación no se detiene en este punto, sino que avanza hacia la conformación de escenarios de trabajo conjunto entre los funcionarios y las asociaciones vecinales. Aunque difícilmente podamos hablar de la inclusión de éstas en algo así como ‘comunidades de políticas’, sí claramente nos encontramos ante vecinos que son informados directamente por los responsables de las políticas y, que aunque sin la constancia necesaria para la definición de las grandes líneas políticas, quedan contactados y funcionando conjuntamente para la solución de problemas puntuales.  


Tal situación nos lleva a una última conclusión:

· La existencia del CCH consigue incorporar en la agenda de las áreas centrales temas importantes pero que no hubieran alcanzado la ‘intensidad’ necesaria para lograr amplia movilización barrial, con la consiguiente diferencia en la presión ejercida. Asimismo, el contacto que se logra sirve como instancia de información directa y como creadora de ámbitos para trabajar en conjunto con los funcionarios, logrando en tales casos tener algún peso en las decisiones finalmente adoptadas.

Políticas y representación social

Lo expuesto hasta aquí nos lleva a pronunciar un breve corolario final.


No en vano uno de los puntos sobre los que existe mayor consenso en la teoría democrática es la afirmación de que ”cuanto menor es la escala [de gobierno], mayores son las posibilidades para que los ciudadanos participen directamente en las decisiones que les afectan” (Navarro Yañez, 1999:3). Efectivamente el funcionamiento del CCH abrió las puertas para ello. Sin embargo caben dos proposiciones aclaratorias: por un lado, las propuestas y demandas surgidas de este ámbito no deben ser tomadas como si fueran de la sociedad civil toda. Lo que allí se decide no es la representación exacta de las preferencias de los sujetos sociales existentes en el área geográfica (e incluso de los habitantes en general); y por otro lado, la participación no es sobre un proyecto a medio y largo plazo que exprese opciones políticas, sino que pareciera haber un entendimiento implícito de que los temas de los que el CGP es el ámbito propio son aquellos puntuales e inmediatos. Si bien es cierto que debido a lo que Paramio (2001,6) llama lifestyle politics “en los últimos años se viene dando una ‘revitalización de lo local’ y de la ‘vida cotidiana’ que ha producido un mayor distanciamiento del ciudadano de los grandes problemas políticos redefiniendo las identidades colectivas y de los actores sociales” (Veneziano, 2001:10), lo interesante es marcar que por su propia característica institucional el CCH refuerza esa tendencia. En estos términos, el contraste más claro es con el Planeamiento Estratégico, en donde se discuten lineamientos políticos (claro que los actores convocados poseen otras características).


Estas palabras pueden sonar a perogrullada si no fuera porque múltiples apelaciones a la participación de la sociedad, sin especificar la forma en que se haga, se plantean como recetas para la superación de los déficits de la política democrática.


Y también pueden entenderse como balance negativo de la experiencia investigada. Por el contrario, ésta posee un saldo positivo si se la concibe no como espacio en el cual la sociedad decide los temas públicos cual ágora griego, sino como ámbito de participación que define un nuevo modo de administración de ciertos asuntos, en el cual la intervención de los vecinos provee una interacción enriquecedora de las políticas del Gobierno de la Ciudad. Esto es, no habría que entenderlo como un proceso por el cual las políticas públicas surgen desde el conjunto de la base social, sino como uno en que el representante legitimado (los dirigentes que han sido elegidos para ocupar los cargos públicos) establece políticas que son mejoradas por la opinión de la parte activa de la sociedad. No menos importante es el medio de información que el CGP constituye, lo cual puede tener no pocas consecuencias en términos de control de gestión.

En definitiva, estamos en presencia de un canal que promovió que los ciudadanos más comprometidos con lo público puedan articular un diálogo con los funcionarios del Gobierno de la Ciudad en determinados asuntos. En estos términos, no debiera ser despreciado su aporte a la democratización de los procesos de elaboración de políticas. No estamos frente a un elemento que haga que los ciudadanos se gobiernen a sí mismos, sino a una herramienta que permite el mejoramiento de acciones públicas concretas mediante la iniciativa y opinión de los vecinos.
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Decreto de la Ciudad de Buenos Aires 1958-98

� Los discursos pro-descentralización promocionan ventajas de distinta índole pero que se derivan de una característica central: se hace más próximo de la sociedad el ámbito en el cual se desarrollan las interacciones tendientes a la resolución de los asuntos públicos. Debido a esto último, la descentralización generalmente va circularmente unida a las propuestas de participación social.


� Ciertamente también existen una cantidad de cuestionamientos. Sin embargo “a pesar de todas esas críticas la descentralización ha alcanzado un alto grado de legitimidad en toda Europa y hoy, desde la mayoría de posiciones políticas y técnicas, se considera como una necesidad ineludible” (Borja, 1987:40). Aunque posteriormente - las fechas de las citas son reveladoras- la descentralización también llegó al ‘nuevo mundo’: “está presente en las discusiones de la reforma del Estado en toda América Latina” (Coragigo, 1997:45).


� De todas formas los resultados obtenidos no pretenden generalizarse ni proponerse como los únicos posibles, sino que intentar enfocar cuestiones insoslayables para escudriñar la descentralización.


� Estas incluyeron las informaciones de varias personas involucradas en el proceso (Una ex-Jefa de Despacho de una importante ex-legisladora porteña, El ex-Coordiandor General de Descentralización y Participación Ciudadana y un ex-Director General de CGP), y la revisión de los documentos de varios CGP.


� En su Artículo 129, establece que “La Ciudad de Buenos Aires tendrá un régimen de gobierno autónomo, con facultades propias de legislación y jurisdicción, y su jefe de gobierno será elegido directamente por el pueblo de la ciudad”.


� Para los objetivos de éste documento no vale la pena enfrascarse en el debate conceptual entre los defensores de la democracia representativa y la democracia directa. Pero lo que sí tiene importancia es la aclaración de que la Constitución de la Ciudad prevee mecanismos de democracia representativa para la gobernación de la Ciudad, a lo cual le agrega -en sentido complementario- instrumentos de democracia semidirecta, que interpelan la participación de la ciudadanía sin mediaciones partidarias o corporativas.


� Esta estructura estatal regida por un centro con múltiples unidades descentralizadas (Comunas) debía ser puesta en marcha mediante una ley -sancionada con mayoría especial- que las organizara estableciendo sus competencias y límites territoriales.


� Si bien de la lectura -y aplicación- de la normativa elaborada surge claramente que no se ha tratado de un proceso de cesión de poder hacia un ente autónomo (y por ende no se puede hablar de descentralización en el estricto sentido politológico del término), las políticas desarrolladas por el Gobierno sí poseen en gran medida la otra pata de las ideas-fuerza mencionadas la comienzo de este documento: los instrumentos para producir el involucramiento social en la cosa pública. Vale decir, aunque en la Ciudad de Buenos Aires el proceso se puede encuadrar claramente dentro de lo que Rondinelli et. al. (citado en Finot, 1999:75) clasifica como “desconcentración de agencias del gobierno central”, no menos cierto es que se apuró un plan previo para preparar el camino a la participación de la sociedad.


� Los números que siguen muestran que la generalidad de las herramientas que dan participación a la sociedad están lejos de convocar a un número creciente de los ciudadanos con derechos políticos. Ello, si bien puede tener fuerte impacto en contra de las teorías de democracia directa,no deben hacer que se entienda como fracaso de experiencias que están lejos de involucrar un amplio porcentajes de la ciudadanía. En estos términos, la vara con la cual medir los guarismos de participación en los actos electorales es absolutamente diferente a la necesaria para escudriñar los mecanismos semi-directos de democracia.


� Estos números no cuentan la representación de los partidos políticos, entre los cuales participaron activamente militantes de 3 locales de la UCR, 3 del FREPASO, 1 de la Democracia Cristiana, 1 de Acción por la República, 1 de Izquierda Unida y 1 del Partido Obrero.


� Como ejemplos paradigmáticos, se encuentran la ‘Comisión Pro-Carnaval’ (que luego organizó dicha actividad tradicional), el ‘Festival por la Memoria’, la ‘puesta en valor del Teatro Regio’, la realización de campeonatos intercolegiales de Voley, organizados por la propia comunidad barrial, u otro tipo de proyectos de tinte declamativo (como el Repudio del CCH al ex dictador Videla) o que hacen al propio funcionamiento del CCH (Modificación del Reglamento Interno).


� Obviamente la explicación completa de tales derroteros necesita de otras variables que complementen a la ahora utilizada, como ser el tipo de proyecto, la disposición de los funcionarios, las lógicas políticas que primaban en aquellos momentos, las ventanas de oportunidades presentes, etc. A pesar de ello y como es entendible a partir de nuestro objetivo de investigación, focalizamos en la parte del proceso que es afectada por lo que sucede en el CGP.
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